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Acta 20
Bogotá, D. C., veinticuatro (24) de junio de dos mil quince (2015). 
Resuelve la Corte la impugnación interpuesta por el COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA – DEPARTAMENTO CONTROL COMERCIO DE ARMAS, MUNICIONES Y EXPLOSIVOS contra el fallo proferido por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, el 6 de mayo de 2015, dentro de la acción de tutela promovida por JHON WILLIAM ZULUAGA RAMÍREZ contra LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL y el COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA – DEPARTAMENTO CONTROL COMERCIO DE ARMAS, MUNICIONES Y EXPLOSIVOS.
I. ANTECEDENTES

El señor Jhon William Zuluaga Ramírez instauró acción de tutela contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional y el Comando General de las Fuerzas Militares de Colombia – Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos, por considerar que se vulneró su derecho fundamental de petición.
Refirió que fue contratado como investigador de apoyo de la defensa del señor Pedro Antonio Capacho Ramírez, para la recolección de elementos materiales probatorios, tendientes a presentar un recurso de revisión, dentro del proceso que adelantó en su contra la Fiscalía 32 Seccional de Bogotá; que, en desarrollo de lo anterior, el 1 de diciembre de 2014, solicitó al Departamento Control de Armas, Municiones y Explosivos que le informara el lugar donde se encontraba «el arma de fuego SMTH & WESSON, calibre .38 especial, número de serie 4D46731, la cual fuera remitida del almacén de armamento decomisado de la Policía nacional (sic)»; que la información era requerida para solicitar ante el Juez de Control de Garantías un «empadronamiento para un posterior segundo cotejo balístico»; que el 2 de febrero de 2015, se le comunicó que se estaba realizando un procedimiento administrativo para dar respuesta a la solicitud, sin que a la fecha se haya procedido de conformidad.
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se ordenara a la autoridad accionada dar respuesta al derecho de petición radicado el 1 de diciembre de 2014.
II. TRÁMITE Y DECISIÓN DE INSTANCIA

Mediante auto de 24 de abril de 2015, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá avocó el conocimiento de la acción de tutela, vinculó a la Fiscalía 32 Seccional de Bogotá y ordenó notificar a las autoridades accionadas con el fin de que ejercieran el derecho de defensa y contradicción.

El Fiscal 32 Seccional de Bogotá informó que en ese despacho no cursaba investigación o actuación alguna en la que el accionante obrara como peticionario o denunciante, razón por la cual no era posible emitir ningún pronunciamiento sobre la acción de tutela.

El Jefe del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos explicó que el 3 de diciembre de 2014, ofició al Almacén General de Armas Decomisadas con el fin de que suministrara información relacionada con el ingreso del «arma de fuego tipo revólver marca SMITH&WESSON, serie 4D46731», requerimiento que fue reiterado a través de oficio de fecha 2 de febrero de 2015; que por oficio rad. 20159660151097 manifestó al peticionario que no era posible acceder a la solicitud, debido a la reserva de información en materia de defensa y seguridad nacional, acorde con lo dispuesto en el art. 15 de la Constitución Política y el art. 4 del Decreto 2535 de 1993; asimismo, le aclaró que dicha información sólo podía suministrarse al titular del arma de fuego o en cumplimiento de una orden judicial.
Surtido el trámite de rigor, la Sala cognoscente de este asunto constitucional en primer grado, por sentencia de 6 de mayo de 2015, amparó el derecho fundamental de petición y, en consecuencia, ordenó a la autoridad accionada que, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, procediera a dar respuesta de fondo al requerimiento presentado por el actor.

El Tribunal, con apoyo en las sentencias C-491 de 2007 y C-951 de 2014, en las que la Corte Constitucional fijó los criterios para que se considere legítima la restricción del derecho a la información pública o la reserva legal, consideró que: 

... no solo basta que la administración indique que el tema puesto en debate se encuentra bajo reserva legal, sino que es preciso manifieste el fundamento normativo – legal o constitucional – que de manera taxativa y diáfana advierta la reserva en la información, así como señale que la entrega de la información afectaría seriamente la integridad territorial del país o conlleven situaciones de extrema violencia, configurando un peligro real e inminente para el Estado Social Democrático.
Del anterior marco conceptual, se desprende que la manifestación en misiva del 27 de abril de 2015 no cumple con los pedimentos expuestos por la H. Corte Constitucional, más cuando de las normas transcritas en la contestación no regulan reserva legal en la información requerida por el actor, (...) o que dicha información afecte de manera flagrante el equilibrio democrático del Estado.

III. IMPUGNACIÓN

El Jefe del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos impugnó la decisión de primera instancia, para cuyo efecto, reiteró los planteamientos expuestos en el escrito de contestación.

Señaló que, en cumplimiento del fallo de acción de tutela, emitió el oficio No. 20159660177171 de 13 de mayo de 2015, en el que expuso al accionante las razones por las cuales no era procedente acceder a su solicitud, no obstante lo cual, le indicó cual era el último registro que figuraba en el Sistema Nacional de Información de Armas, Explosivos y Municiones “SIAEM” con relación al arma relacionada en el derecho de petición.
IV. CONSIDERACIONES

La solicitud de amparo se dirigió a que se ordenara a la autoridad accionada dar respuesta de fondo al derecho de petición presentado el 1 de diciembre de 2014, a través del cual el actor solicitó información relacionada con la ubicación del «arma de fuego SMITH & WESSON, calibre 38 especial, serie No. 4D46731».

La accionada, por su parte, manifestó que había dado respuesta a la petición en forma negativa, toda vez que la información requerida tenía reserva legal y sólo podía ser suministrada al titular del arma o por orden de autoridad judicial, supuestos que no concurrían en ese                           caso; respuesta que el juez colegiado de primera instancia no encontró ajustada a los presupuestos expuestos por la Corte Constitucional, en cuanto a la necesidad de justificar e indicar el sustento normativo de la reserva legal.
En esos términos, importa precisar que el art. 26 de la Ley Estatutaria 1712 de 2014, «por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información Pública Nacional», que entró en vigencia el 6 de septiembre de 2014, estableció que contra la decisión que niega la petición de información, bajo el argumento de que se encuentra sujeta a reserva legal, por razones de seguridad y defensa nacional, procede el recurso de reposición y, si la decisión es confirmada, el interesado puede acudir ante la jurisdicción contencioso administrativa, la que será la encargada de definir la controversia, en un término de 10 días.
Adicionalmente, previó que: «será procedente la acción de tutela para aquellos casos no contemplados en el presente artículo, una vez agotado el recurso de reposición del Código Contencioso Administrativo.», lo que significa que el amparo sólo es procedente en aquellos casos en que la información sea denegada por razones distintas a la reserva legal que impone la seguridad y defensa nacional o las relaciones internacionales.
Ahora bien, en la sentencia C-274 de 2013, la Corte Constitucional declaró exequible la disposición citada, tras considerar que:
En el asunto bajo examen, el legislador optó por establecer dos mecanismos judiciales para el evento en que se niegue el acceso a documentos públicos amparados por la existencia una reserva legal, que se consideran idóneos y efectivos para la protección del derecho a acceder a la información pública, el procedimiento especial para reservas que protegen la seguridad y defensa nacionales y las relaciones internacionales, y la acción de tutela en los demás casos en que se niegue el acceso a un documento público amparado en una reserva legal.

(…)
Estos mecanismos sustituirán el previsto en la Ley 57 de 1985 “Por la cual se ordena la publicidad de los actos y documentos oficiales”, que hasta ahora había sido considerado como un instrumento judicial idóneo para el evento de denegación de acceso a un documento público por la existencia de una reserva legal.

(…) la acción de tutela resulta improcedente ante la negativa de la administración de proveer información pública bajo el argumento de estar bajo reserva, ya que es el recurso de insistencia el mecanismo judicial específicamente diseñado para ventilar tales controversias. (Subraya fuera de texto)
En este caso, la accionada mediante el oficio 20159660151097 del 27 de abril de 2015, negó la solicitud de información, debido a la «reserva de información en materia de defensa o seguridad nacional», (fol. 45) sin que resulte procedente la acción de tutela para definir si dicha decisión se encuentra ajustada a derecho, ante la existencia de otro mecanismo judicial idóneo.

Adicionalmente, si la información requerida tiene por objeto fines judiciales, debe el interesado atender lo dispuesto en el numeral 9 del artículo 125 de la Ley 906 de 2004, en cuanto señala como atribuciones de la defensa:

Buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar elementos materiales probatorios y evidencia física; realizar entrevistas y valoraciones que requieran conocimientos especializados por medio de los técnicos e investigadores autorizados por la ley. Para tales efectos las entidades públicas y privadas, además de los particulares, prestarán la colaboración que requieran, sin que puedan oponer reserva, siempre que se acredite por parte del defensor certificado por la Fiscalía General de la Nación, que la información será utilizada para efectos judiciales. (Subraya fuera de texto)
Disposición que fue declarada exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-186 de 2008, «bajo el entendido de que las entidades públicas y privadas así como los particulares, no pueden oponer reserva al defensor que ha obtenido la autorización del juez de control de garantías, el cual ponderará si se justifica la afectación de derechos fundamentales.»
Luego, al existir la posibilidad de acudir ante la autoridad judicial penal para evitar que se oponga una reserva, como también un medio de defensa judicial idóneo para controvertir la decisión que niega la petición, resulta improcedente la acción de tutela para ordenar que se suministre la información requerida.
Empero, no existe evidencia de que la respuesta contenida en el oficio 20159660151097 del 27 de abril de 2015, haya sido puesta en conocimiento del actor, razón por la cual, se modificará la decisión impugnada, en el sentido de ordenar al Jefe del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos que, en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a notificar la decisión al señor JHON WILLIAM ZULUAGA RAMÍREZ, conforme a lo previsto en el artículo 26 de la Ley estatutaria 1712 de 2014.

V. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

1.- Modificar el fallo impugnado, para en su lugar, ordenar al Jefe del Departamento Control Comercio de Armas, Municiones y Explosivos que, en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a notificar la decisión al señor JHON WILLIAM ZULUAGA RAMÍREZ, conforme a lo previsto en el artículo 26 de la Ley estatutaria 1712 de 2014.

2.- Enterar de esta decisión a los interesados en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
3.- Remitir el expediente a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo pronunciado.
Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase.

CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO

Presidenta de Sala
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